INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación de la "Convención para combatir el cohecho a funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales" y su Anexo, adoptados en París, el 17 de diciembre de 1997.


BOLETÍN Nº 2.290-10


_________________________________





Honorable Senado:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	A la sesión en que se analizó este proyecto asistieron el Jefe de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, y el abogado de esta Dirección, señor Carlos Núñez.





	Concurrió, también, el Embajador señor Mariano Fontecilla, Coordinador Diplomático del H. Congreso Nacional.





- - - - - -





	Cabe destacar que este proyecto de acuerdo fue informado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.





- - - - - -








ANTECEDENTES





1.- Objetivo fundamental del Convenio.





	Combatir el cohecho en las operaciones comerciales internacionales, y establecer un criterio de equivalencia en las medidas que las Partes deberán adoptar al efecto.








2.- Mensaje del Ejecutivo.





	Al fundar la presente iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República destaca que el instrumento internacional sobre que versa es el resultado de las negociaciones desarrolladas en el Grupo de Trabajo sobre Corrupción del Comité de Inversiones Extranjeras y Empresas Multinacionales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).





	El Convenio, agrega, se suma a otras acciones destinadas a combatir el cohecho a funcionarios públicos adoptadas por el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la Organización Mundial del Comercio, la Organización de los Estados Americanos, el Consejo de Europa y la Unión Europea.





	Refiriéndose a su Preámbulo, el Ejecutivo destaca que sus principales propósitos, como se dijera precedentemente, son, por un lado, combatir el cohecho en las operaciones comerciales internacionales, cuyas consecuencias, comenta, repercuten tanto en la esfera política como en el surgimiento de distorsiones en la competitividad internacional, y, por otro, establecer un criterio de equivalencia en las medidas que las Partes deberán adoptar.





	Finalmente, explica que se distinguen en el articulado del instrumento dos órdenes de materias, esto es, aspectos jurídico penales y la regulación de mecanismos de cooperación entre los Contratantes para prevenir y combatir la comisión de estos delitos.





	A continuación el Mensaje describe sumariamente el contenido prescriptivo de las diversas normas del Convenio.





3.- Legales.





	- La Constitución Política de la República, que en su artículo 50, Nº 1, entrega al Congreso Nacional, como atribución exclusiva, aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República.





	- El decreto supremo Nº 1.879, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulgó la Convención Interamericana contra la Corrupción, adoptada en Caracas el 29 de marzo de 1996. En virtud de este Tratado, sus Partes Contratantes se comprometieron a prohibir y sancionar el soborno transnacional, esto es, ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial.





	- La ley Nº 19.645, que modifica disposiciones del Código Penal que sancionan delitos de corrupción.





	- La ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la Administración del Estado.





	- La ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley�Nº 1, del Ministerio de Justicia, de 1995.





	De esta ley se destaca su artículo 12, que tipifica el delito de "lavado de dinero".





4.- Países que han ratificado el instrumento.





	Conforme a antecedentes entregados por el Ministerio de Relaciones Exteriores, al 22 de enero de 2001 la Convención en informe había sido ratificada por veintinueve países, a saber, Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Brasil, Bulgaria, Canadá, Corea, Dinamarca, España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, Islandia, Italia, Japón, México, Noruega, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, República Eslovaca, Suecia, Suiza y Turquía.





5.- Entrada en vigencia del Convenio.





	Según información de la Cancillería, entró en vigencia internacional el 15 de febrero de 1999.





6.- Descripción del instrumento.





	El Convenio sobre que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de un Preámbulo, diecisiete artículos y un Anexo, que se describen sucintamente a continuación.





	En el Preámbulo las Partes, luego de consignar que el cohecho origina serias complicaciones morales y políticas, mina el buen gobierno y el desarrollo económico y distorsiona las condiciones competitivas internacionales, reconocen la necesidad de:





	- Adoptar medidas efectivas para su represión, prevención y combate, así como para su pronta, eficaz y coordinada tipificación delictiva, de conformidad con los elementos acordados en la Recomendación Revisada para Combatir el Cohecho en las Transacciones Comerciales Internacionales, adoptada por el Consejo de la OCDE, el 23 de mayo de 1997, y con los principios jurisdiccionales y otros principios legales básicos de cada país.





	- Lograr la equivalencia de las medidas que deban establecer, lo cual requiere que el instrumento sea ratificado sin derogaciones que afecten dicha equivalencia.





	El artículo 1 impone a las Partes tipificar como delito punible conforme a la ley el hecho de que cualquier persona intencionalmente -sea en forma directa o por intermediarios- ofrezca, prometa u otorgue cualquier ventaja pecuniaria o de otra índole a un funcionario público extranjero, en beneficio de éste o de un tercero, a fin de que tal funcionario, en el ejercicio de sus deberes oficiales, actúe o se abstenga de actuar en la realización de transacciones internacionales, y con ello obtenga o mantenga cualquier negocio u otra ventaja indebida.





	Cada Parte, además, se obliga a tipificar la complicidad como delito penal, incluida la incitación, ayuda e instigación, o bien la autorización de un acto de cohecho a un funcionario público extranjero. La tentativa y confabulación para cometer un acto de cohecho a un funcionario público extranjero constituirán delito en la misma medida que lo sean la tentativa y confabulación para cometer un acto de cohecho a un funcionario público de esa Parte.





	En seguida, se definen las expresiones "funcionario público extranjero", "país extranjero" y "actuar o abstenerse de actuar en el ejercicio de los deberes oficiales".





	El artículo 2 obliga a las Partes, de acuerdo con sus principios legales, a establecer la responsabilidad de las personas jurídicas en los actos de cohecho a un funcionario público extranjero.





	El artículo 3, referido a sanciones, dispone que el cohecho será castigado con penas de carácter criminal eficaces, proporcionadas y disuasivas, en un rango comparable a las sanciones aplicadas al cohecho a funcionarios públicos de esa Parte. Incluirán, tratándose de personas naturales, penas privativas de libertad suficientes para permitir una eficaz asistencia legal mutua y extradición.





	Si, conforme a la legislación interna de una Parte, la responsabilidad penal no fuere aplicable a las personas jurídicas, aquélla deberá proceder de modo que se les apliquen sanciones eficaces, proporcionadas y disuasivas de carácter no penal, incluidas sanciones pecuniarias.





	Cada Parte, además, habrá de adoptar las medidas necesarias para que el cohecho y el producto del mismo, o activos de un valor equivalente al de ese producto, puedan ser objeto de embargo y confiscación o de aplicación de sanciones pecuniarias de efecto comparable.





	Por último, se estipula que cada Parte procurará imponer sanciones civiles o administrativas complementarias.





	El artículo 4, en lo que atañe a jurisdicción, prescribe que cada Parte adoptará las medidas necesarias para establecerla sobre el cohecho a un funcionario público extranjero cometido, parcial o totalmente, dentro de su territorio.





	Cada Parte, añade, que tenga jurisdicción para enjuiciar a sus nacionales por delitos cometidos en el extranjero adoptará las medidas necesarias para establecer jurisdicción sobre el cohecho a funcionarios públicos extranjeros, de acuerdo con los mismos principios.





	Cuando más de una Parte tenga jurisdicción, ambas se consultarán entre sí para determinar la jurisdicción más apropiada para enjuiciar el delito.





	Las Partes deberán revisar si el fundamento actual de su jurisdicción es eficaz para combatir el cohecho, y si no lo fuere, adoptarán las medidas pertinentes.





	El artículo 5 señala que la investigación y enjuiciamiento del cohecho estarán sujetos a las reglas y principios aplicables de cada Parte, y explicita determinadas consideraciones que de modo alguno podrán influir en aquéllos.





	El artículo 6 señala que cualquier regla de prescripción aplicable al delito de cohecho a un funcionario público extranjero contemplará un período adecuado de tiempo para su investigación y juzgamiento.





	El artículo 7 dispone que cada Parte que haya dado carácter de delito fundamental a los actos de cohecho a sus funcionarios públicos a fin de aplicar sus leyes sobre operaciones de lavado de dinero, deberá tomar medidas similares en el caso de cohecho a un funcionario público extranjero, independientemente del lugar donde se haya cometido el delito.





	El artículo 8 obliga a las Partes a establecer, dentro del marco de sus leyes y reglamentos, determinadas medidas de carácter contable y de auditoría con el objeto de combatir eficazmente el cohecho a funcionarios públicos extranjeros.





	Además, les impone el deber de establecer sanciones proporcionadas y disuasivas de carácter civil, administrativo o penal, para castigar las omisiones o falsificaciones de libros, registros y estados contables y financieros.





	El artículo 9 preceptúa que cada Parte deberá, en la medida en que lo permitan sus leyes y los acuerdos y tratados aplicables, dar asistencia legal pronta y eficaz a la otra Parte con el propósito de realizar las investigaciones y procedimientos que se detallan.





	Si se condiciona la asistencia legal mutua a la existencia de doble criminalidad, ésta se considerará cumplida si el delito para el que se solicita dicha asistencia queda comprendido en esta Convención.





	Con todo, las Partes no podrán rehusarse a otorgar asistencia legal mutua en materia penal invocando el secreto bancario.





	El artículo 10 declara al cohecho comprendido en los delitos extraditables conforme a las leyes de las Partes y los tratados de extradición que existan entre ellas.





	Si una Parte que condiciona la extradición a la existencia de un tratado en la materia, recibe una solicitud de extradición de otra Parte con la que no tenga un tratado sobre el particular, podrá considerar esta Convención como base legal de extradición.





	Cada Parte adoptará medidas para asegurar la extradición de sus nacionales o su enjuiciamiento por el delito de cohecho. Si una Parte se niega a extraditar a una persona por ser su nacional, deberá someter el caso a sus autoridades competentes para perseguir el delito.





	La extradición por cohecho se sujeta a las condiciones fijadas por la ley nacional, los tratados en la materia y los acuerdos celebrados entre cada Parte. Si se condiciona la extradición a la existencia de doble criminalidad, dicha condición se entenderá cumplida si el delito por el cual se requiere la extradición queda comprendido en el artículo 1.





	Los artículos 11 y 12 se refieren, respectivamente, al deber de las Partes de notificar quiénes son sus autoridades responsables en materia de consultas, asistencia legal mutua y extradición, y a la cooperación para aplicar programas de monitoreo y seguimiento que velen por la eficacia de la Convención.





	Los artículos 13 a 17 contienen las cláusulas finales del Tratado, que dicen relación con su firma y adhesión; ratificación y depósito; entrada en vigor; proposición de modificaciones al instrumento, y formalidades para el retiro de un Estado de su calidad de Parte del mismo.





	Cabe haceros presente que el artículo 15 dispone que la Convención entrará en vigor sesenta días después de la fecha en la que depositen sus instrumentos de aceptación, aprobación o ratificación, cinco de los diez mayores países exportadores señalados en el Anexo, que en conjunto representen cuando menos el 60% del total agregado de las exportaciones de esos diez países. Cumplida esta eventualidad, para cada depositario del instrumento, éste regirá desde dicho acto.





	Los referidos diez países son Estados Unidos de América, Alemania, Japón, Francia, Reino Unido, Italia, Canadá, Corea, Países Bajos y Bélgica-Luxemburgo.





	El Anexo contiene las estadísticas relativas a las exportaciones de los Estados Miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).





- - - - - -








Discusión y Votación





	Al comenzar el análisis de este proyecto de acuerdo vuestra Comisión escuchó al Jefe de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, quien sostuvo que a propósito de la materia sobre que versa el Convenio se encuentra comprometida la competitividad de los países y su desarrollo económico y social. En ese entendido, la finalidad que ha inspirado a los promotores y signatarios del instrumento ha sido que la probidad constituya la regla que oriente las relaciones económicas internacionales.





	Los HH. Senadores señores Martínez Bush y Valdés coincidieron en señalar que si bien el Convenio no les merecía objeciones sustanciales, consultaron acerca de cierta indeterminación que tendrían sus normas sobre jurisdicción dada la especial naturaleza del sujeto pasivo de la figura delictiva, esto es, un funcionario público extranjero.





	Asimismo, el primero de los señores Senadores nombrados comentó que el modo en que se describen penalmente los actos preparatorios que conducen a la consumación del delito de cohecho podría resultar difícil de interpretar en la práctica.





	El H. Senador señor Bombal, por su parte, indicó que, en su opinión, los avances que se observan en el ámbito internacional y en los tratados suscritos por nuestro país tanto para combatir y prevenir esta clase de hechos punibles, cuanto para resguardar a la sociedad del flagelo de la corrupción, no se habrían reflejado de manera idéntica en la consiguiente actualización de la legislación interna.





	Tuvo presente, sobre el particular, que estos delitos están usualmente vinculados a organizaciones criminales que trascienden las fronteras y manejan grandes recursos financieros. En tal sentido, estimó, el derecho chileno no entregaría a nuestros órganos jurísdiccionales facultades eficaces para perseguir y sancionar la corrupción a tal magnitud, por lo que consideró imprescindible fomentar la cooperación entre los Estados a ese objeto, pero sin descuidar los respectivos perfeccionamientos de la normativa nacional.





	El H. Senador señor Gazmuri precisó que del examen de las disposiciones que se han tenido a la vista, se colegiría que los nacionales de nuestro país que cometan el delito de cohecho en el extranjero podrían quedar sujetos a la jurisdicción de nuestros tribunales, sea que la figura esté o no tipificada criminalmente en dicho país, tanto por aplicación de lo prevenido en la Convención, cuanto por lo establecido en nuestro derecho.





	Profundizando en lo anterior, el Jefe de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería explicó que en la materia correspondería aplicar los artículos 5º y 6º del Código Penal, en concordancia con el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales.





	A continuación, el personero del Ejecutivo se explayó acerca de los siguientes aspectos:





	- Carácter de la tipificación de la conducta considerada como cohecho, y estado actual de nuestra legislación en materia de cohecho y probidad de funcionarios públicos en relación con el derecho comparado.





	- Reglas previstas para castigar diversos grados de ejecución del delito.





	- Jurisdicción para conocer y fallar respecto del delito de que se trata.





	En primer término, manifestó que el Convenio fija criterios de incriminación y no de tipificación. La diferencia, dijo, consiste en que en virtud de los primeros las Partes se comprometen a incorporar en sus ordenamientos jurídicos internos el detalle de la descripción de la conducta de cuya tipificación penal se trata, cuya esencia o núcleo se contiene en la Convención. Esto se ha denominado, en Derecho Internacional, "mandatos de incriminación", alternativa que atiende a las disímiles características de los sistemas jurídico penales de los Estados que intervienen en la celebración de los tratados.





	Destacó, en seguida, que la legislación que se ha dictado en este último tiempo se encuentra en armonía con lo acordado en la Convención en estudio, así como en otros tratados internacionales, y con la intención de los Gobiernos de cooperar entre sí para evitar la impunidad de los responsables.





	Luego, refiriéndose a los diversos grados de ejecución del delito, hizo una correlación entre las cláusulas pertinentes del instrumento y los artículos 7º y 8º del Código Penal, en armonía con los artículos 248, 248 bis, 249, 250 y 250 bis del mismo texto legal, en base a los cuales concluyó que entre dichos cuerpos jurídicos no existiría contradicción.





	En lo concerniente a jurisdicción, argumentó que cuando el delito se comete en Chile, los responsables de cohecho podrían ser sancionados con arreglo a las normas del Código Penal. En el caso de que el delito fuera cometido en territorio chileno por un extranjero respecto de otro extranjero, dijo, cabría examinar si este último es un funcionario al servicio de nuestro país, aplicándose en la especie las normas del Párrafo 9º del Título V del Código Penal.





	Respecto del cohecho cometido fuera del territorio nacional, prosiguió, y siempre que se reúnan las condiciones a que aluden los diversos numerales del artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales, podría admitirse la aplicación extraterritorial de la ley penal chilena.





	Al efecto, citó en particular las hipótesis normativas de los numerales 1º, 2º, 6º y 8º del mencionado artículo 6º del C.O.T., que entregan jurisdicción a nuestros tribunales para conocer, respectivamente, de los crímenes y simples delitos cometidos en el extranjero por un agente diplomático o consular de la República en el ejercicio de sus funciones; por un funcionario público chileno o extranjero al servicio de Chile; por chilenos contra chilenos si el culpable regresa al país sin haber sido juzgado por la autoridad de aquel en que delinquió, o por chilenos y extranjeros cuando el hecho punible se encuentra comprendido "en los tratados celebrados con otras potencias". En este último evento, añadió, cobran relevancia las Convenciones internacionales suscritas o ratificadas por Chile.





	El personero de la Cancillería hizo hincapié en que la norma del numeral 8º en comentario discurre respecto de instrumentos "celebrados" y no "ratificados", sin perjuicio de que sólo podrían surtir efecto en relación con sus Estados Partes.





	La expresión "tratado" se entendería en el sentido del artículo 2 de la Contención de Viena sobre Derecho de los Tratados, esto es, todo acuerdo internacional, bilateral o multilateral, celebrado entre Estados, comprensivo de las más diversas denominaciones particulares y cualquiera que sea el número de documentos en que se concrete.





	La opinión del Ejecutivo consiste en que si Chile acepta las recomendaciones de la OCDE y suscribe las Convenciones en donde se encuentran contenidas, los delitos que enuncian pasarían a integrar nuestra legislación penal y, por ende, podrían ser perseguidos por las autoridades judiciales nacionales aun cuando sean cometidos en territorio extranjero con participación de extranjeros.





	También, finalizó, podría aplicarse el artículo 157 del C.O.T. para castigar lo que calificó de "delitos a distancia", esto es, la figura en que una compañía chilena comete por medio de un representante en el extranjero un soborno respecto de funcionarios extranjeros. Pero en tal supuesto, sería necesario que se hubiere dado principio de ejecución al delito en sede nacional.





	El procedimiento que vincula a Chile con otras naciones, cuando otro país establece jurisdicción sobre un delito establecido en la Convención, es la extradición. En la materia, informó que existen tratados bilaterales para la transferencia de reclusos, mencionando al efecto el Tratado con Brasil para Transferencia de Presos Condenados, promulgado por el decreto supremo Nº 225, de Relaciones Exteriores, de 1999, así como para prestar cooperación para la persecución de delitos sobre terrorismo internacional, actividad delictual internacional organizada y tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.





	Otra forma de cooperación, concluyó, puede darse cuando un órgano jurisdiccional extranjero pronuncia una sentencia que necesita cumplirse en Chile, caso en el cual se produce el trámite del "exequatur" cuyo conocimiento compete a la Corte Suprema. Éste, dijo, podría ser el caso de los efectos civiles de una sentencia criminal aplicada en otro Estado, a que se refieren los artículos 242 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.





	- Sometido el proyecto de acuerdo a votación en general y particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Bombal, Gazmuri, Martínez Bush, Romero y Valdés.





- - - - - -





	En mérito de lo anterior, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y cuyo texto es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO:





	"Artículo único.- Apruébanse la "Convención para combatir el cohecho a funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales" y su anexo, adoptados en París, el 17 de diciembre de 1997.".





- - - - - -





	Acordado en sesión de 23 de enero de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Martínez Busch y Gabriel Valdés Subercaseaux.





	Sala de la Comisión, a 25 de enero de 2001.















































	M. Angélica Bennett Guzmán


	            Secretario
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Reseña





I.	BOLETIN Nº: 2.290-10.





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo sobre aprobación de la "Convención para combatir el cohecho a funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales" y su Anexo, adoptados en París, el 17 de diciembre de 1997.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.





V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Fue votado favorablemente por cincuenta y nueve votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 4 de abril de 2000.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:





	- La Constitución Política de la República, en especial su artículo 50, Nº 1, que entrega al Congreso Nacional, como atribución exclusiva, aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República.





	- El decreto supremo Nº 1.879, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulgó la Convención Interamericana contra la Corrupción, adoptada en Caracas el 29 de marzo de 1996. En virtud de este Tratado, sus Partes Contratantes se comprometieron a prohibir y sancionar el soborno transnacional, esto es, ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial.





	- La ley Nº 19.645, que modifica disposiciones del Código Penal que sancionan delitos de corrupción.





	- La ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la Administración del Estado.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Artículo único por el cual se propone la aprobación de la Convención y su Anexo.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Adoptar medidas eficaces para prevenir, reprimir y combatir el cohecho a funcionarios públicos extranjeros en relación con transacciones comerciales internacionales, y establecer un criterio de equivalencia en las medidas que las Partes deberán adoptar al efecto.





XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: No hay.





XIII.	ACUERDOS: Aprobado por unanimidad (5-0).








Valparaíso, 25 de enero de 2001.














	M. Angélica Bennett Guzmán


	       Secretario
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